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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de decreto por el que modifican diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, asi como a la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
· Mediante la cual propone eliminar la figura jurídica del fuero.

Planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila y el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila.
Primera Lectura de la Iniciativa: 1 de Septiembre de 2016.

Segunda Lectura de la Iniciativa: 14 de Septiembre de 2016.
Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 28 de Junio de 2017.

Dictamen de Declaratoria:

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 56 / 14 de Julio de 2017.
H. Pleno del Congreso del 
Estado de Coahuila de Zaragoza.

Presente.

Los que suscriben Diputado Sergio Garza Castillo de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” y Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares” del partido Primero Coahuila, de la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, ponemos a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que modifican diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, asi como a la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:
Exposición de Motivos

La figura del Fuero tiene su origen en la Revolución Francesa, su parlamento la retomó para impedir que la monarquía ejerciera acciones penales selectivas en contra del ejercicio libre de las labores parlamentarias.
En 1791 la constitución francesa previno que los legisladores no podían ser detenidos en materia criminal, salvo que la protección fuera levantada por la propia Cámara.

Por su parte, la Constitución española de Cádiz en 1812 estableció la inviolabilidad de las opiniones de los diputados y dispuso, además, que las causas criminales que contra ellos se intentaran serían juzgadas únicamente por el Tribunal de las Cortes, otorgándole así autonomía y respeto al ejercicio legislativo.

Dos años después México incorporó la figura de la inmunidad parlamentaria en la Constitución de Apatzingán de 1814, reiterando la inviolabilidad de las expresiones de los diputados.

En 1824, la primera Constitución del México independiente, incorporó la figura del desafuero por las causas criminales que se intentaran contra los senadores o diputados, desde el día de su elección hasta dos meses después de haber cumplido su cargo.

La Constitución de 1857, en su artículo 104, otorgó al Congreso de la Unión, la facultad de declarar, por mayoría absoluta de votos, “si ha lugar a proceder” contra los integrantes de la Suprema Corte de Justicia, los secretarios de despacho, los gobernadores de los estados y los propios diputados por la comisión de delitos del orden común, mientras que para el caso del presidente de la República las causas para su desafuero eran la traición a la patria, la violación expresa de la Constitución, los ataques a la libertad electoral y los delitos graves del orden común.

Por su parte la Constitución Federal actual, establece en su artículo 61 la expresión del fuero constitucional, sin quedar totalmente claro como debe entenderse dicho fuero, lo que lleva apreguntarnos sosbre sus objetivos y sus alcances.
Pues por una parte establece que los diputados y senadores son inviolables por las opiniones que manifiesten en el desempeño de sus cargos y jamas podrán ser reconvenidos por ellas y por la otra este miso precepto indica que el Presidente de cada Cámara será quien vele por el respeto al “fuero Constitucional” de los legisladores, entendiéndose como si fuera una autorización o licencia, para poder realizar todo tipo de acto sin ser sancionados.

En la Constitución de Coahuila existe una redación muy parecida a la contenida en la Constitución Federal, estableciendo en su articulo 39 que los diputados son inviolables por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su cargo, y no podrán ser reconvenidos por ellas en ningún tiempo, ni por ninguna autoridad, situación que nos parece correcta pues permite la libertad de expresión en la máxima tribuan donde deben tocarse todos los temas que la ciudadanía reclama.

En lo que no estamos de acuerdo, es en que se establezca que el Presidente del Congreso, velará por el respeto al fuero constitucional de los miembros del Poder Legislativo, pues hace suponer que se nos otorga autorización para realizar cualquier tipo de actividad no adecuada sin castigo alguno, como si fuese un tipo de licencia para que no se nos sancione.

Por otro lado, en el artículo 165, establece que para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia. 

Situación que consideramos debe elminarse, pues si todos los funcionarios arriba señalados cometen una infracción que amerita un jucio de carácter penal, deben las autoridades correspondientes actuar en consecuencia, como conra cualqer ciudadano y no esperar a que el Congreso decida si es procedente o no ejercer ación penal.  
Como podemos ver, el fuero constitucional se creó para proteger el encargo conferido y no a las personas, pero al día de hoy esta fijura jurídica resulta obsoleta y no abona en nada al marco de transparencia y rendición de cuentas que se busca crear y por ende a la democracia.

En efecto, el fuero es una figura jurídico-político totalmente rebasada, de la que se abusó y es preciso que desaparezca, además su derogación generaría mayor seguridad y certeza jurídica para quienes no tienen esta prerrogativa y pone en igualdad de condiciones ante la ley penal a servidores públicos y cuidadanía en general.

De igual forma, para la mayor parte de los sectores que componen la sociedad, el fuero constitucional es visto como un instrumento de indebida protección para algunos servidores públicos, que al cobijo de este privilegio, han desvirtuado la noble tarea del servicio público, distorsionándola en cuanto su fin y pervirtiéndola en cuanto a su contenido y alcance, evadiendo así una responsabilidad personal de tipo penal que merece el reproche de la sociedad.
Por otro lado, en los últimos años, la credibilidad en la clase política y en las instituciones públicas se ha demeritado de tal manera, que gran cantiad de mexicanos y coahuilenses, muestran total escepticismo a que la justicia sea aplicada con exactitud, en contra de los altos servidores públicos. Ello se debe a que el actuar irresponsable y deshonesto de muchos servidores públicos, ha roto una y otra vez con el principio democrático elemental que es el Estado de derecho.

De ahí la idea, de presentar el día de hoy, esta incativa conjuntamente con mi compañero diputado Leonel Contreras Pámanes, con la firme intención de madar una señal muy clara a la sociedad de que la función pública no tiene un manto de privilegio o de prerrogativas absolutas, que llegan a ser un pretexto o un freno para la justicia y la transparencia gubernamental.
Por ultimo cabe señalar, que al igual, como ya lo han hecho otras entidades federativas eliminando la figura del fuero, resulta necesario hacerlo en nuestra nuestra constitución local, pues de seguir como hasta hoy, se seguirá fomentando la corrupción, la ilegalidad e impunidad entre los servidores públicos.

En virtud de lo anterior, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, asi como de la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza  de la manera siguiente:

El actual artículo 39 de la Constitución Política del Estado dispone:

Artículo 39. Los Diputados son inviolables por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su cargo, y no podrán ser reconvenidos por ellas en ningún tiempo, ni por ninguna Autoridad.

El Presidente del Congreso velará por el respeto al fuero constitucional de los miembros del Poder Legislativo y por la inviolabilidad del recinto donde se reúnan a sesionar.

Proponiendose que quede de la siguiente manera:

Artículo 39. Los Diputados son inviolables por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su cargo, y no podrán ser reconvenidos por ellas en ningún tiempo, ni por ninguna Autoridad.

El Presidente del Congreso velará en todo momento por la inviolabilidad del recinto donde se reúnan a sesionar.

El actual artículo 165 de la constitución del Estado establece:

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, sujetándose a la garantía de audiencia. 

Si la resolución del Congreso del Estado, fuere negativa, se suspenderá todo procedimiento ulterior, pero ello no será obstáculo para que la imputación por la comisión del delito continúe su curso, cuando el inculpado haya concluido el ejercicio de su encargo, pues la resolución no prejuzga los fundamentos de la imputación.

Si el Congreso declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la ley. Cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados al Congreso del Estado, del Auditor Superior del Estado, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, del Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores y los titulares e integrantes de los consejos de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cuál fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere. 

Las declaraciones y resoluciones que emita el Congreso del Estado en estos casos, serán inatacables.

El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado, será suspenderlo de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. Si éste culmina en sentencia absolutoria, el inculpado podrá reasumir su función. Si la sentencia fuese condenatoria, no se concederá al reo la gracia del indulto.
Las sanciones penales se aplicarán de acuerdo con lo dispuesto en la legislación penal, y, tratándose de delitos por cuya comisión el autor obtenga un beneficio económico, o cause daños o perjuicios patrimoniales, deberán graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad de satisfacer los daños y perjuicios causados por su conducta ilícita.

Las sanciones económicas que se impongan en estos casos, no podrán exceder de tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños o perjuicios causados.

Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado, los Diputados al Congreso Local y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Estado, por la Comisión de delitos federales, se estará a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y si se declara que ha lugar a proceder, el inculpado quedará a disposición de las autoridades competentes, para que actúen con arreglo a la Ley.

Proponiendose que dicho articulo 165 quede de la siguiente manera:

Artículo 165. Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, se deberá aplicar la ley penal como a cualquier ciudadano que comete una infracción.

Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza:
El artículo 9 actualmente dispone:

Artículo 9°.- El Recinto Oficial del Congreso del Estado es inviolable. Toda fuerza pública está impedida de tener acceso al mismo, salvo a solicitud o con autorización de quien presida la Mesa Directiva, quien asumirá el mando de la misma. 

Quien presida la Mesa Directiva podrá solicitar la intervención inmediata de la fuerza pública para que, por medio de su auxilio, se salvaguarde en todo momento el fuero constitucional de las y los diputados y la inviolabilidad de los recintos oficiales.

Proponiedose que quede de la siguiente manera:

Artículo 9°.- El Recinto Oficial del Congreso del Estado es inviolable. Toda fuerza pública está impedida de tener acceso al mismo, salvo a solicitud o con autorización de quien presida la Mesa Directiva, quien asumirá el mando de la misma. 

Quien presida la Mesa Directiva podrá solicitar la intervención inmediata de la fuerza pública para que, por medio de su auxilio, se salvaguarde en todo momento la integridad de las y los diputados, así como la inviolabilidad de los recintos oficiales.

El actual artículo 18 dispone:

Artículo 18.- Las y los Diputados gozan del fuero que les otorga la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado. 

Proponiendo que dicho artículo sea derogado

Artículo 18.- Se deroga
El actual artículo 19 señala:

Artículo 19.- A las y los Diputados no podrá exigírseles responsabilidad legal alguna por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su encargo y jamás podrán ser reconvenidos o enjuiciados por ellas. Sin embargo serán responsables por los delitos, faltas u omisiones, que cometan durante el tiempo de su encargo, pero no podrán ser detenidos, ni ejercitarse en su contra la acción penal, sino mediante el procedimiento constitucional para la declaratoria de procedencia y como consecuencia de ello, se proceda a la separación del cargo, sujetándose en lo conducente a lo establecido en la Constitución y en Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Proponiendose que quede de la siguiente manera:

Artículo 19.- A las y los Diputados no podrá exigírseles responsabilidad legal alguna por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su encargo y jamás podrán ser reconvenidos o enjuiciados por ellas. Sin embargo serán responsables por los delitos, faltas u omisiones, que cometan durante el tiempo de su encargo, debiéndoseles aplicar la ley como a cualquier ciudadano que comete una infracción.

La fracción I del actual artículo 75 dispone:
Artículo 75.- Son atribuciones de la o el Presidente de la Junta de Gobierno: 

I. Garantizar el respeto al fuero constitucional de las y los diputados; 

Proponiendose que dicha fracción sea derogada:

Artículo 75.- Son atribuciones de la o el Presidente de la Junta de Gobierno: 

I. Derogada

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como a la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Saltillo, Coahuila a 01 de Septiembre de 2016
Atentamente

Dip. Sergio Garza Castillo

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

“Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”

Del Partido Unidad Democrática de Coahuila.

Dip. Leonel Contreras Pámanes

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Manuel Muñoz Olivares”

del Partido Primero Coahuila.
Fuente.-
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